
 
 
 
 

De acuerdo con el art. 1 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, se 
entiende por política de empleo el conjunto de decisiones públicas adoptadas por Estado 
y CC.AA. que tienen como finalidad el desarrollo de programas dirigidos a:  

 ►conseguir el pleno empleo 
 ►la calidad en el mismo 
 ►la adecuación de oferta y demanda de trabajo 
 ►reducir y proteger debidamente las situaciones de desempleo 

 
● TIPOS DE POLÍTICAS DE EMPLEO: 

 
1. Fomento de empleo: destinadas a los empresarios, públicos y privados, para 

la creación de más puestos de trabajo. 
2. Formación Profesional: dirigidas a los desempleados para que adquieran una 

capacitación profesional.  
3. Reparto de trabajo: destinadas a repartir o compartir los puestos de trabajo 

existentes (contrato a tiempo parcial, jubilaciones forzosas y parciales -contrato de 
relevo-, limitación o supresión de horas extraordinarias). 

 
● FOMENTO DEL EMPLEO: 

 
Su rasgo básico es la actuación o estímulo sobre la oferta de empleo, sea éste de 

tipo estable o de cualquier clase. Dependiendo de los destinatarios, puede incorporar 
medidas de proyección general o, por el contrario, sólo dirigidas a concretos grupos de 
trabajadores. Por otro lado y de acuerdo con las clases de medidas incentivadoras 
previstas, nos encontramos, por un lado, con las de carácter económico-financiero 
(subvenciones directas a los empresarios, bonificaciones en las cotizaciones sociales) y, 
por otro, con las de carácter institucional (modalidades contractuales, reservas o 
preferencias en el empleo). 
 
a) Medidas institucionales (modalidades contractuales):  

1. Contrato en prácticas 
2. Contrato para la formación 
3. Contrato para el fomento de la contratación indefinida 

 
Asimismo, cabe reseñar la existencia de cuotas o reservas de puestos para personas 

con discapacidad (art. 38.1 Ley 13/1982, de integración social de los minusválidos, y 
RD 364/2005, de 8 de abril), posibilidad amparada por el art. 17.2 y 3 ET 
 
b) Medidas económicas (art. 17.3 ET) 

1. Bonificaciones por contratación de determinados colectivos y por elección de 
ciertas fórmulas contractuales (Programa de fomento de empleo previsto en la Ley 
43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo) 

2. Contratos temporales a desempleados realizados por Administraciones 
Públicas (Programa de fomento del empleo agrario, por ejemplo) 
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A) MODALIDADES CONTRACTUALES 
 
Contrato en prácticas (art. 11 ET): 

 Título universitario o FP de grado medio o superior. 
 En los 4 años siguientes a la obtención del Título (6 años para discapacitados) 
 Duración: 6 meses- 2 años 
 Retribución: 60% (1º año) o 75% (2º año) del salario fijado para un trabajador 

similar en el convenio colectivo (nunca inferior al SMI) 
 
Contrato para la formación (art. 11 ET): 

 Jóvenes sin la titulación requerida para un contrato en prácticas. 
 Edad: Entre 16 y 21 años. Excepciones: minusválidos, extranjeros, exclusión 

social, parados más de tres años. 
 Duración: 6 meses- 2 años (3 por convenio colectivo, 4 para discapacitados)  
 Formación teórica no inferior a 15 % de jornada 
 Retribución: no inferior al SMI 

 
Contrato para el fomento de la contratación indefinida (Ley 12/2001, de 9 de julio): 

 Contrato con reducción para el empresario de las indemnizaciones por despido 
objetivo declarado improcedente (33 días/año con un máximo de 24 
mensualidades, en lugar de 45 días/año con tope de 42 mensualidades). 

 Para varios colectivos, entre ellos, jóvenes cuya edad esté comprendida entre 16 
y 30 años, mayores de 45 años, minusválidos, parados con más de 6 meses de 
antigüedad, mujeres desempleadas que sean contratadas en ocupaciones con 
reducido índice de empleo femenino. 

 
El actual programa de fomento del empleo se caracteriza por la utilización de 

bonificaciones empresariales a la contratación indefinida y por la preferencia en favor 
del empleo estable a través del estímulo a la conversión de contratos temporales en 
indefinidos. Todo ello sin perjuicio del mantenimiento de bonificaciones en supuestos 
excepcionales de contratación temporal y de una especial atención a determinados 
grupos de trabajadores. 
 Así, los principales colectivos prioritarios serían los siguientes: 

 
a) Mujeres, respecto de las cuales se prevén, además, varias situaciones 

(discapacitadas; víctimas de violencia doméstica o de género; 
celebración de un contrato en los 24 meses siguientes al parto; 
reincorporación al trabajo tras suspensión contractual por maternidad; 
desempleadas...) 

b) Jóvenes menores de 30 años 
c) Trabajadores maduros (mayores de 45 años o de 60, dependiendo 

de los casos) 
d) Discapacitados (en general, con discapacidad severa, ...) 
e) Parados que lleven inscritos seis meses como demandantes de 

empleo (parados de larga duración), así como personas en situación 
de exclusión social (tales como perceptores de rentas mínimas de 
inserción, ex-drogadictos, ex-reclusos, jóvenes procedentes de 
instituciones de protección de menores) 

 
Complementariamente, las Comunidades Autónomas suelen prever, en sus 

programas propios de fomento del empleo, incentivos adicionales a los que acaban de 
describirse. 
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B) MEDIDAS ECONÓMICAS 
 
 

 
PROGRAMA DE FOMENTO DE EMPLEO 20091 

 
(Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo) 

 
 

 
 

                                                 
1 Fuente: http://www.inem.es/inem/ciudadano/empleo/contratos/refLaboral 2006.html 
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La Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2009, ha previsto 
también, en su DA 5ª (Reducción de cuotas para el mantenimiento del empleo), una reducción del 40% de 
la cuota empresarial por contingencias comunes (salvo por IT) en los casos de los contratos de trabajo de 
carácter indefinido “de los trabajadores de cincuenta y nueve o más años, con una antigüedad en la 
empresa de cuatro o más años”. Beneficiarios de la reducción podrán ser las empresas, incluidos los 
trabajadores autónomos, y sociedades laborales o cooperativas a las que se incorporen trabajadores como 
socios trabajadores o de trabajo, siempre que estas últimas hayan optado por un régimen de Seguridad 
Social propio de trabajadores por cuenta ajena. 
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